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1 Dictamen número 18 (Favorable). Aprobado por la Comisión de Seguridad Nacional y Justicia, el 5 de febrero 
de 2025. Disponible en: https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/dictamenes/BD2E3234-
C95B-4C5E-BE69-D520CE387E9E.pdf  
2 https://www.asamblea.gob.sv/node/13463  

https://cristosal.org/ES/analisis-sobre-el-proyecto-de-ley-anticorrupcion/
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/dictamenes/BD2E3234-C95B-4C5E-BE69-D520CE387E9E.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/dictamenes/BD2E3234-C95B-4C5E-BE69-D520CE387E9E.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/node/13463


   

 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 



   

 

   

 

 

 



   

 

   

 

 
3 Cfr. Informe: Diez patrones de corrupción, Octubre de 2024. p 42. Informe disponible en: 
https://cristosal.org/ES/wp-content/uploads/2024/10/Informe-de-patrones.pdf  

https://cristosal.org/ES/wp-content/uploads/2024/10/Informe-de-patrones.pdf


   

 

   

 

 



   

 

   

 

 
4 https://www.jurisprudencia.gob.sv/DocumentosBoveda/D/4/2010-2019/2018/05/CBD36.PDF  

https://www.jurisprudencia.gob.sv/DocumentosBoveda/D/4/2010-2019/2018/05/CBD36.PDF


   

 

   

 

 
5 https://diario.elmundo.sv/Política/diario-el-salvador-es-una-empresa-del-estado-que-va-a-generar-
utilidades-y-eso-ira-al-mismo-estado-presidente-de-cel  

https://diario.elmundo.sv/Política/diario-el-salvador-es-una-empresa-del-estado-que-va-a-generar-utilidades-y-eso-ira-al-mismo-estado-presidente-de-cel
https://diario.elmundo.sv/Política/diario-el-salvador-es-una-empresa-del-estado-que-va-a-generar-utilidades-y-eso-ira-al-mismo-estado-presidente-de-cel


   

 

   

 

 
6 En la misma sesión plenaria, realizada el 7 de febrero de 2025 se aprobó la reforma al artículo 27 del Código 
Procesal Penal, de la siguiente forma: Reformas al Código Procesal Penal. Art. 1.-Derógase el número 5 del 
inciso primero e incorpóranse los incisos 5 y 6 en el Art. 27 de la siguiente manera: “En los casos de 
administración fraudulenta, junto con la petición de la víctima o de quien ejerce su representación legal, 
deberá presentarse la auditoría contable que demuestre la existencia del delito a investigar. De no presentarse 
ésta, la víctima deberá demostrar la imposibilidad de su obtención, indicando a la Fiscalía el lugar en el que se 
encuentre la documentación necesaria para su realización, a efecto que esta institución la requiera y una vez 
obtenida, aquella pueda llevar a cabo la referida auditoría y presentarla para su incorporación a las diligencias 
de investigación fiscal”.  



   

 

   

 

 
7 Cfr. https://focostv.com/gobierno-oculta-por-mas-de-un-ano-informacion-sobre-constructora-el-salvador/  

https://focostv.com/gobierno-oculta-por-mas-de-un-ano-informacion-sobre-constructora-el-salvador/


   

 

   

 

 

 

 

 
8 Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso Administrativo el 31 de agosto de 2015, Ref. 299-2011: “El 
artículo 110 inciso cuarto de la Constitución, determina que el Estado podrá tomar a su cargo los servicios 
públicos cuando los intereses sociales así lo exijan, la Carta Magna nos deja ver que los servicios, no tienen 
necesariamente que ser suplidos por el Estado, sino que permite que personas privadas los gestionen. No 
obstante, el mismo artículo fija expresamente, que le corresponde únicamente al Estado regular y vigilar los 
servicios públicos; es decir que pese a que se permite que la gestión de los mismos sea proveída por un 
particular, el desenvolvimiento en la prestación del servicio se rige dentro del Derecho Público, donde la 
Administración Pública ejerce un rol de contralor para asegurar que dicho servicio se provea de la manera 
correcta”. Disponible en: https://sv.vlex.com/vid/591485162  

https://sv.vlex.com/vid/591485162


   

 

   

 



   

 

   

 

 
9 TAPIA PARREÑO, Jaime. La Determinación de la Pena y la elaboración de la sentencia en la jurisdicción penal 
juvenil. 1ª edición, ECJ-CNJ, San Salvador. 2006. p. 29. “Olvidado aquel absolutismo judicial, se trató de reducir 
a sus justos términos el principio de legalidad en la determinación de las penas. La pena prevista en abstracto 
por la ley para cada delito, mediante la fijación de un máximo y un mínimo, se modula por la propia norma, 
con límites más estrechos, en función de variables elementos que pueden o no concurrir en el hecho concreto 
(grado de comisión, grado de participación, circunstancias atenuantes y agravantes). Sólo dentro de estos 
estrechos límites ha de moverse el juez.  
Se rechazan así los intentos doctrinales que, desde el positivismo criminológico y con apoyo en el argumento 
de las exigencias individualizadoras, han pretendido la implantación de un sistema de sentencia indeterminada 
que, dejando en manos de la discrecionalidad judicial la clase y medida de la pena apropiada en cada caso 
para cada individuo, habría supuesto la derogación del principio de legalidad de las penas y la reinstauración 
de absoluta inseguridad jurídica” Libro disponible en: 
 https://www.cnj.gob.sv/images/documentos/pdf/ecj/publicaciones/determinaciondelapena.pdf  

https://www.cnj.gob.sv/images/documentos/pdf/ecj/publicaciones/determinaciondelapena.pdf


   

 

   

 



   

 

   

 

 

 



   

 

   

 

 



   

 

   

 

 

 

 
10 ROJAS VARGAS, Fidel. Delitos contra la Administración Pública. 4ª Edición, Editora Jurídica Grijley, 2004, 
Lima, Perú, p. 553.  



   

 

   

 

 



   

 

   

 

 

 



   

 

   

 

 
11 En la sentencia condenatoria (REF. APL-30-2019) se expresó: “La forma de ejecución fue mediante la 
utilización de un aparato del poder para beneficiarse económicamente el señor ex presidente y terceras 
personas, siendo que el imputado fue cooperador voluntario en el depósito y transferencia de fondos 
públicos”.  



   

 

   

 

 



   

 

   

 



   

 

   

 

 

 

 



   

 

   

 

 

 



   

 

   

 

 

 
12 Decreto legislativo aprobado el 8 de marzo de 2022, publicado en el diario oficial del 9 de marzo de 2022.  
13 Cfr. Iniciativa de reforma a las disposiciones especiales para la inversión de la infraestructura física de los 
centros educativos:  
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/correspondencia/01BC7643-D272-4184-9620-
BD6D4B8B8D14.pdf  

https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/correspondencia/01BC7643-D272-4184-9620-BD6D4B8B8D14.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/correspondencia/01BC7643-D272-4184-9620-BD6D4B8B8D14.pdf
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14 Hasta noviembre de 2024 se ejecutaron solo 2.7 millones de dólares, de los $140 millones 
presupuestados. Fuente: https://diario.elmundo.sv/politica/amplian-disposiciones-para-contratacion-
urgente-de-obras-en-escuelas  
15 En igual sentido las “Disposiciones especiales y transitorias para la adquisición, contratación y pago de las 
obras, bienes y servicios relacionados a proyectos de turismo por el período de seis meses”, este decreto fue 
aprobado para 6 meses, pero sigue vigente a la fecha. Decreto disponible en:  
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/58F6D80D-8F5C-419C-B292-
693769E9F0F4.pdf  
16 En la reforma se establece que se adjudicará a contratistas que “hayan mostrado capacidad, compromiso y 
celeridad”, a estas adjudicaciones se les denomina como “adjudicaciones por conexión”.  

https://diario.elmundo.sv/politica/amplian-disposiciones-para-contratacion-urgente-de-obras-en-escuelas
https://diario.elmundo.sv/politica/amplian-disposiciones-para-contratacion-urgente-de-obras-en-escuelas
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/58F6D80D-8F5C-419C-B292-693769E9F0F4.pdf
https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/58F6D80D-8F5C-419C-B292-693769E9F0F4.pdf
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17 “d) Excepcionalmente, la pena a aplicar podrá ser menor a la dispuesta en este régimen para cada delito 
cometido, únicamente si media autorización expresa del Fiscal General de la República. En este caso, el fiscal 
podrá solicitarlo en cualquier etapa del proceso hasta antes del cierro de los debates.”  



   

 

   

 



   

 

   

 



   

 

   

 



   

 

   

 



   

 

   

 



   

 

   

 



   

 

   

 


